INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO INTERIOR, REGIONALIZACIÓN, PLANIFICACIÓN Y DESARROLLO SOCIAL RECAIDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 2º DE LA LEY Nº 18.989, ORGÁNICA DEL MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN Y COOPERACIÓN.

_______________________________________________________________
BOLETIN N° 377-06-1

HONORABLE CAMARA:


Vuestra Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social pasa a informaros el proyecto de ley, de origen en una Mensaje, que modifica el artículo 2º de la ley Nº 18.989, Orgánica del Ministerio de Planificación y Cooperación.


Durante el estudio de esta iniciativa, la Comisión contó con la asistencia y colaboración de los señores Alvaro García, Subsecretario de Planificación y Cooperación, y Alfonso Laso, Jefe de la División Jurídica de la misma Cartera; Patricio Pérez y Alberto Chacón, Jefe y Abogado Jefe de la División de Vivienda y Urbanismo y Obras Públicas y Transportes de la Contraloría General de la República, respectivamente; Rodrigo Pineda, Jefe del Departamento Reforma Estructural del Ministerio del Interior, y Jorge Precht, Subdirector de Nacionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuesto del Ministerio de Hacienda.

I.- ANTECEDENTES GENERALES:

Con la dictación de la ley Nº18.989, publicada en el Diario Oficial de fecha 19 de julio del año recién pasado, se transformó la Oficina Nacional (ODEPLAN) en el actual Ministerio de Planificación y Cooperación, junto con instruir, al mismo tiempo, otros organismos para canalizar principalmente, la ayuda internacional que se efectuase a nuestro país.  Así, la creación de este Ministerio, a decir del Ejecutivo en el Mensaje adjunto a la entonces iniciativa legal, venía a dar solución a la necesidad de contar con un ente que imprimiese un mayor impulso a la tarea de formular políticas encaminadas a introducir elementos de flexibilidad en la administración del Estado, para dar pronta y satisfactoria respuesta a los diversos requerimientos del desarrollo social, como, asimismo, de optimizar la utilización de los escasos recursos con que se contaba para estos propósitos.


Por otra parte, se trataba de concretar estructural y legalmente aquel rango que en la práctica, y hace largo tiempo, poseía la Oficina de Planificación Nacional, permitiéndose, también, que quien desempeñara la jefatura máxima de esta nueva Cartera detentase la autoridad administrativa indispensable ya un nivel jerárquico similar que los restantes Secretario de Estado, factores que son de gran importancia en el cumplimiento de las altas funciones que se le encomendaban y que exceden, en gran medida, los conceptos y disposiciones propias de los servicios públicos contenidos en los artículos 25 al 28 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


La Ley en referencia, en su Título I, señala cuál es la naturaleza de este Ministerio, los fines y objetivos que le son propios y, finalmente, su organización y el personal con que cuenta.


Se la concibe, en términos generales, en su artículo 1º, como una Cartera encargada de "colaborar con el Presidente de la República en el diseño y aplicación de políticas, planes y programas de desarrollo nacional, de proponer las metas de inversión pública y de evaluar los proyectos de inversión financiados por el Estado y de orientar la cooperación internacional que el país reciba y otorgue.".


Su artículo 2º se encarga de precisar cuáles son sus atribuciones, a saber:


"a) Efectuar los estudios, análisis y proposiciones relativos al desarrollo nacional, en sus aspectos global, sectorial y regional, oyendo las propuestas de los diferentes sectores involucrados;


b) Proponer anualmente al Presidente de la República las metas de inversión públicas sectorial y regional necesarias para la preparación del proyecto de ley de presupuesto de entradas y gastos de la Nación;


c) Proponer anualmente al Presidente de la República un plan global e integrado para enfrentar los problemas de pobreza y desempleo;


d) Coordinar, con la Dirección de Presupuesto del Ministerio de Hacienda, los proyectos de presupuestos anuales que presentan los ministerios, las intendencias, instituciones descentralizadas y empresas del Estado, de acuerdo con las referidas metas;


e) Colaborar con los Ministerios del Interior y de Hacienda en la preparación del proyecto de presupuesto del Fondo Nacional de Desarrollo Regional;


f) Establecer los criterios de evaluación económica y social para los proyectos de inversión financiados directa o indirectamente por el Estado y colaborar con el Ministerio de Hacienda en la definición de normas de financiamiento para planes y proyectos de desarrollo, en especial de aquellos sustentados total o parcialmente con recursos externos;


g) Proponer y asesorar técnicamente a los intendentes, a través de las Secretarías Regionales Ministeriales de Planificación y Coordinación para la formulación y elaboración de políticas, planes y programas de desarrollo y presupuestos de inversión regionales;


h) Orientar la aplicación de la política de cooperación internacional, adecuándola a las necesidades de recursos de los diferentes programas y proyectos del país en todas las áreas del desarrollo, e


i) Propiciar investigaciones sobre técnicas de planificación y de evaluación en las materias asignadas al Ministerio.  Para estos efectos podrá concertarse con los organismos técnicos, tanto públicos como privados, nacionales o extranjeros.".


En otro orden, el artículo 16 de la ley Nº 18.091, sustituido por el artículo 19 de la ley Nº 18.267, introduce una limitante en el actuar de los servicios, instituciones y empresas del sector público, centralizados o regionalizados, las Municipalidades, el Fondo Social de Desarrollo Regional que recurran forzada o voluntariamente a alguno de los organismos técnicos del Estado para el estudio, proyección, construcción y conservación de obras de cualquier naturaleza, en el sentido de no poder encomendarle la atención financiera de las mismas mediante la provisión de recursos, quedando supeditada la acción de este último a la supervisión técnica correspondiente de los estudios, procedimientos de licitación, proyectos, construcciones y conservaciones, conforme a los reglamentos y técnicas de que dispone para el desarrollo de sus propias actividades.


De este modo, la norma en comento establece que aquellas entidades se habrán de vincular directamente con la persona natural o jurídica que se haya adjudicado la licitación respectiva, asumiendo directamente los compromisos y desembolsos económicos que signifiquen la ejecución del estudio, proyecto u obra, salvo que la entidad que la encomiende no adjudique ni desestime las propuestas dentro del plazo de diez días, caso en el cual se hará por el organismo técnico correspondiente, quien suscribirá directamente con el adjudicatario el contrato respectivo, quedando obligada la entidad titular de los fondos a proveer los recursos suficientes que demande dicho contrato.  Sin perjuicio de lo anterior, agrega la disposición, se puede encomendar a los organismos técnicos del Estado, mediante un mandato completo e irrevocable, la licitación, adjudicación, celebración de los contratos y la ejecución de estudios, proyección, construcción y conservación de obras de cualquier naturaleza que hayan sido previamente identificadas, debiendo concurrir el órgano mandante a solventar los gastos que ello irrogue.


La iniciativa que nos ocupa, a decir del Mensaje, complementa las atribuciones que actualmente posee el Ministerio de Planificación y Cooperación, teniendo en cuenta la interpretación restrictiva que ha hecho de ellas la Contraloría General de la República tratándose de materias de estudios de preinversión, impidiéndose, de este modo, contar con análisis previos de carácter global que le permitan atender adecuadamente la actividad de evaluación de los proyectos de inversión financiados por el Estado, función pública que la ley encomienda expresamente a dicho Ministerio.


En cuanto al sentido y alcances de la norma contenida en el inciso segundo del artículo único del proyecto y teniendo en consideración, precisamente, lo señalado por la Contraloría, se estima pertinente consignar lo expresado por el señor Subsecretario de Planificación y Cooperación en el seno de la Comisión, en orden a que no bastaría, para los efectos de una adecuada planificación estratégica, con que quedara radicada en esa Cartera la facultad de hacer estudios de preinversión sino que, además, es necesario que pueda adjudicar la realización de estos estudios a una empresa o entidad que realmente pueda asumir tal tarea en forma óptima y ventajosa, se a ésta chileno o extranjera.


Entre los antecedentes aportados a la Comisión por los representantes del Ministerio de Planificación y Cooperación, especial relevancia cobra, entonces, el dictamen Nº 11.720, de fecha 14 de mayo de 1991, mediante el cual el Organismo Contralor procedió a devolver sin tramitar sendas resoluciones del Ministerio de Planificación y Cooperación por las cuales se contrataba la ejecución de algunos proyectos de preinversión relativos al programa de mejoramiento de vías camineras de acceso a Santiago.


En la parte pertinente, se señala que "los trabajos que se encomiendan en virtud de los convenios que se vienen aprobando, escapan a la competencia de ese Ministerio de Planificación y Cooperación fijada por su ley orgánica Nº 18.989, ya  que son ajenas a las tareas de planificación nacional, regional y sectorial encomendadas a esa Secretaría de Estado, toda vez que las leyes vigentes las entregan a los Servicios que por ley están facultados para ejecutar obras públicas.".  Se agrega que " a este respecto es dable poner de relieve que el artículo 19, inciso final, de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado, señala que sólo en forma excepcional en los casos que determine la ley, un Ministerio podrá actuar como órgano administrativo de ejecución y que la ley Nº 18.989 no otorga esa atribución a esa Secretaría de Estado en materia de proyección y ejecución de obras públicas.".  Se afirma, más adelante, que conforme a lo preceptuado en el artículo 5º, inciso segundo, de la misma ley Orgánica Constitucional, "los órganos de la Administración del Estado deberán cumplir sus cometidos coordinadamente y proponder a la unidad de acción, evitando la duplicación o interferencia de funciones, de modo que naturalmente no puede interpretarse la ley Nº 18.989 en el sentido de permitir a ese Ministerio duplicar o interferir las funciones que han sido entregadas a otros Servicios Públicos por la formativa vigente, máxime cuando no contiene un precepto que así lo disponga expresamente.".  Finalmente, frente a la circunstancia de que las leyes de Presupuesto para los años 1990 y 1991 contemplaran dentro de los programas de MIDEPLAN los recursos necesarios para financiar tales estudios, se precisó que ello no es suficiente para alterar la competencia legal de los diversos organismos públicos involucrados y que "dicha situación sólo habilita a esa Secretaría de Estado para encomendar los estudios específicos de la especie a un organismo técnico del Estado, dependiente del Ministerio de Obras Públicas, a los Servicios de Vivienda y Urbanización correspondientes u otro, de conformidad con lo previsto en el artículo 16 de la ley Nº 18.091, en su texto vigente.".


Los representantes de la Contraloría General de la República expresaron en el seno de la Comisión que el criterio permanente de interpretación de la formativa empleado por ésta en su quehacer se basa en el llamado principio de legalidad, esto es, que la competencia de una entidad viene dada en los términos precisos que se contienen en su respectiva ley Orgánica.  Así, la del Ministerio de Planificación y Cooperación -ley Nº 18.989-, en sus artículos 1º, 2º, 4º y 27, distingue claramente lo que es planificar de lo que es implementar y llevar a cabo proyectos de inversión, correspondiéndole a esta Cartera, a juicio del Organismo Contralor, sólo intervenir en la formulación y orientación de las políticas de planificación general, en sus distintos niveles.

MINUTA DE LAS IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.-

En conformidad con lo exigido por el artículo 286 Nº 1 del Reglamento de la Corporación, y para efectos de lo preceptuado en los artículos 66 y 70 de la Constitución Política y en los artículos 24 y 32 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, cabe señalaros que las ideas matrices o fundamentales del proyecto son:


a.- Explicitar que el Ministerio de Planificación y Cooperación posee la facultad de efectuar estudios de preinversión en todas aquellas materias que digan atingencia con las funciones que la ley le ha entregado, y


b.- Exceptuar a esta Cartera de la aplicación del artículo 16 de la ley Nº 18.091.


Estas ideas matrices o fundamentales, que inciden en materias propias de ley, de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, conforme lo dispuesto por el artículo 62, inciso cuarto, Nº 2 de la Carta Fundamental, son desarrolladas por el proyecto en su artículo único, que consta de dos incisos.  El primero de ellos, permite a MIDEPLAN efectuar estudios de preinversión en materias que considere pertinentes para un apropiado ejercicio de la función de evaluar los proyectos de inversión a ser financiados por el Estado; precisándose que dichos estudios pueden referirse a todos los aspectos específicos del desarrollo nacional, regional o sectorial, sin consideración a que se encuentren vinculados a obras o constituyan etapas de estudios previos a la implementación de tales obras o de cualquier actividad del Estado relativa a la inversión pública.  Mediante su inciso segundo, exceptúa al Ministerio de la limitación contenida en el artículo 16 de la ley Nº 18.091.

III.- DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DEL PROYECTO


Cabe consignar que vuestra Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social, de acuerdo con lo preceptuado por el artículo 252 del Reglamento, procedió a discutir en general y particular a la vez la iniciativa en estudio, atendida su inclusión en la Tabla de Fácil Despacho.


Sometida a votación la idea de legislar sobre la materia, ésta fue aprobada por simple mayoría de votos y una abstención, adoptándose igual predicamento respecto de su artículo único, el cual, por no haber sido objeto de indicaciones, fue evacuado en los mismos términos propuestos por el Ejecutivo en su Mensaje.


De conformidad con lo dispuesto por el artículo 286 Nº 6 del Reglamento de la Cámara de Diputados, debe hacerse presente que, en síntesis, las opiniones de los señores Diputados cuyo voto fue disidente del acuerdo adoptado por la Comisión en la votación del proyecto, se fundamentaron en el hecho que se concluyó, luego de escuchar la información proporcionada por los representantes de la Contraloría General de la República, que "se trata de proyectos de preinversión, que versan sobre materias específicas, cuyo ámbito de competencia recae en Ministerios sectoriales, pero en ningún caso en MIDEPLAN.  De aprobarse esta iniciativa MIDEPLAN pasa a convertirse en un supraorganismo que invade las facultades y atribuciones de los demás Ministerios o servicios públicos, lo que resulta claramente inconveniente.".

IV.- ARTICULOS CALIFICADOS COMO NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.-

No hay disposiciones que se encuentren en esta situación.

V.- ARTÍCULOS DEL TEXTO APROBADO POR LA COMISIÓN QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.-

No hay.

VI.- ARTÍCULOS DEL TEXTO NO APROBADOS POR UNANIMIDAD.-

En esta circunstancia se halla el artículo único de la iniciativa.

**********


Como consecuencia de todo lo anteriormente expuesto y por las consideraciones que os dará a conocer oportunamente el señor Diputado Informante, vuestra Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social os recomienda la aprobación del siguiente


PROYECTO DE LEY:


"Artículo Unico: Agréganse a continuación de la letra i) del artículo 2º de la ley Nº 18.989, los siguientes incisos:


"El Ministerio podrá efectuar estudios de preinversión en todas aquellas materias que estime conveniente para el cabal desempeño de la función de evaluar los proyectos de inversión a ser financiados por el Estado.  Dichos estudios podrán versar sobre todos los aspectos específicos del desarrollo nacional, regional o sectorial, estén o no ligados a obras o constituyan etapas de evaluación, proyección o planificación de dichas obras o de cualquiera actividad del Estado relativa a la inversión pública.


No será aplicable al Ministerio la limitación contenida en el artículo 16 de la ley Nº 18.091, sustituido por el artículo 19 de la ley Nº 18.267.".

**********


Se designó DIPUTADO INFORMANTE a la señora Caraball, doña Eliana.


Sala de la Comisión, a 17 de Julio de 1991.


Acordado en sesiones de fechas 2 y 16 de julio de 1991, con asistencia de los señores Ortega (Presidente), Aguiló, Cantero, señora Caraball, Elgueta, Elizalde, García Ruminot, Hamuy, Leay, Letelíer, Longton, Montes, Morales, Ulloa y Urrutia.

SERGIO MALAGAMBA STIGLICH

Secretario de la Comisión

